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TEMAS:	LESIONES PERSONALES DOLOSAS / INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL / FUENTE DE DICHA INDEMNIZACIÓN / ARTÍCULO 2341 DEL CÓDIGO CIVIL / CLASES DE DAÑOS / MATERIALES, DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE / INMATERIALES, DAÑO MORAL Y A LA VIDA DE RELACIÓN.

La obligación de reparar los perjuicios injustamente ocasionados deriva del artículo 2341 del Código Civil, piedra angular de la responsabilidad civil extracontractual: 

“El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.

Por daño material se entiende el menoscabo, mengua o avería padecido por la persona en su patrimonio material o económico como consecuencia de un daño antijurídico, esto es, el que la víctima no tiene el deber jurídico de soportar. Obviamente, el daño debe ser real, concreto y no simplemente eventual o hipotético…

El daño emergente representa el perjuicio sufrido en la estructura actual del patrimonio del lesionado, ponderando para ello el valor de bienes perdidos o su deterioro que afecta el precio…

El lucro cesante corresponde a la utilidad, la ganancia o el beneficio que el perjudicado ha dejado de obtener, esto es, el incremento patrimonial que con bastante probabilidad habría percibido de no haberse presentado la conducta dañosa…

Tanto el daño emergente como el lucro cesante pueden ser actuales o futuros, según hayan tenido lugar hasta el momento en el cual se profiere el fallo o con posterioridad, sin que con ello se tornen inciertos…

Corresponde a los daños inmateriales, aquellos que producen en el ser humano afectación de su ámbito interior, emocional, espiritual o afectivo y que, en algunas ocasiones, tienen repercusión en su forma de relacionarse con la sociedad…

A su turno, el daño moral tiene dos modalidades: el daño moral subjetivado consistente en el dolor, la tristeza, la desazón, la angustia o el temor padecidos por la víctima en su esfera interior como consecuencia de la lesión, supresión o mengua de su bien o derecho…; y el daño moral objetivado, manifestado en las repercusiones económicas que tales sentimientos pueden generarle…

El daño a la vida de relación (también denominado alteración de las condiciones de existencia ) alude a una modificación sustancial en las relaciones sociales y desenvolvimiento de la víctima en comunidad, comprometiendo su desarrollo personal, profesional o familiar…
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	Sentenciado: 
	JASO

	Cédula de ciudadanía:
	

	Delito:
	Lesiones personales dolosas

	Víctima:
	Diego Armando Vargas Salazar

	Procedencia:
	[bookmark: _GoBack]Juzgado Tercero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la apoderada de la víctima, en contra del fallo de junio 10 de 2022, que puso término al incidente de reparación integral. SE CONFIRMA PARCIALMENTE Y REVOCA.



El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:


1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Mediante sentencia proferida en diciembre 03 de 2019 por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.), se declaró penalmente responsable a JASO, amén de la aceptación unilateral de cargos, por el delito de lesiones personales dolosas en detrimento de la vida e integridad de DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR. Decisión contra la cual no se interpuso recurso de apelación y por ende en esa misma fecha cobró ejecutoria.
 
1.2.- El apoderado de la víctima directa, solicitó en diciembre 17 de 2019, se diera iniciación al incidente de reparación integral frente al declarado penalmente responsable, y no obstante haberse señalado fecha para ello, ante la solicitud de aplazamientos por parte de la representación de víctimas, la primera audiencia únicamente se surtió en agosto 06 de 2021.

1.3.- Los sujetos procesales que intervinieron en este asunto fueron: (i) La víctima directa DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, asistida por su apoderada contractual; y (ii) la defensora del sentenciado JASO.

1.4.- En la primera audiencia de trámite realizada en agosto 06 de 2021, la parte incidentante ofreció las razones de hecho y de derecho en las cuales soportaba su pretensión indemnizatoria por perjuicios tanto materiales como inmateriales, de los cuales tasó los primeros en cuantía de $67.686.934,00, discriminados así: (i) $5.686.934,00 por daño emergente[footnoteRef:1]; (ii) 32.000.000,00 por daño emergente futuro[footnoteRef:2], y $30.000.000,00 por lucro cesante[footnoteRef:3]; y los segundos en 50 SMLMV por perjuicios morales y 15 SMLMV por perjuicios en la vida de relación, luego de lo cual pasó a referir las pruebas que haría valer. Al finalizar tal intervención, el despacho admitió las pretensiones reclamadas a favor de la víctima DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, y si bien consideró que sería del caso dar traslado de la pretensión al declarado responsable para intentar llegar a un acuerdo conciliatorio, pero ante su no comparecencia, pese a ser citado y estar representado por una defensora publica, no hay lugar a dar espacio para la conciliación, ante lo cual su apoderada señaló que haría lo posible para contactarlo.  [1:  Los discrimina así: (i) $2.843.467,00 gastos médicos; (ii) $600.000,00 y $1.440.000,00 por compra de lentes, (iii) $210.000,00 por consulta con especialista, y (iv) US149 equivalentes a $593.467,00, por compra de lentes.]  [2:  Los discrimina así: (i) $12.000.000,00 cirugía recontructiva según factura de la Unidad Cirugía Maxilofacial; (ii) 20.000.000,00 cirugía reconstructiva según valoración del Dr.  FEDERICO RAMÍREZ, cirujano plástico, para volver a su estado natural, dada las secuelas.]  [3:  Para el momento del hecho devengaba la suma de $2.600.000,00 y dejó de laborar por espacio de 12 meses.] 


1.5.- En la segunda audiencia efectuada en diciembre 14 de 2021, y ante la ausencia del sentenciado, tampoco fue posible corroborar la existencia de ánimo conciliatorio. Al requerir a la defensora del procesado para que hiciera alusión a los elementos probatorios que pretendía hacer valer en esta actuación, esta indicó no tener alguno para ofrecer. En consecuencia, en esa misma fecha se procedió a escuchar la declaración de la víctima, y a la incorporación de algunos documentos, pero ante solicitud de la defensa de suspensión de la diligencia, se reprogramó para mayo 06 de 2022, fecha ésta en donde se practicaron las demás pruebas testimoniales -de un psicólogo y de la esposa del afectado- y documentales, luego de lo cual se escucharon las alegaciones finales, y la A-quo profirió sentencia de mérito en junio 10 de 2022, por medio de la cual declaró civilmente responsable al señor JASO, en su condición de penalmente responsable del delito de lesiones personales dolosas, a pagar únicamente por concepto de perjuicios morales subjetivados la suma de 15 salarios mínimos legales mensuales, sin accederse a las demás pretensiones de la apoderada de víctimas.

1.6.- Para llegar a esa decisión, la funcionaria A-quo sostuvo en síntesis lo siguiente:

Indicó que para condenar en perjuicios derivados del delito, se requiere probar tanto la ocurrencia del daño como su monto, en tanto al no demostrarse no es posible declararlos judicialmente, lo que aplica para toda clase de perjuicios, y la única excepción es lo relativo al perjuicio moral subjetivado, cuya cuantificación corresponde al prudente juicio del juzgador según el canon 97 CP, sin que tal facultad incluya reconocer la existencia del  perjuicio, sino únicamente su tasación, acorde con lo sostenido por la jurisprudencia. Luego de lo anterior, procedió a negar los daños materiales reclamados -daño emergente y lucro cesante-, y para ello expuso:

En punto del perjuicio material -daño emergente pasado- cuyo reconocimiento pretende el incidentante, y con ocasión de las pruebas arrimadas, si bien no hay duda que incursionó en algunos gastos que ascienden a $2.843.467,00, como se acreditó con las facturas aportadas -por concepto de pago de lentes y consulta de cirugía plástica-,  no se soportó que derivaran de la conducta endilgada al penalmente responsable, ya que del contenido de las Historias Clínicas si bien se aprecia que en abril 25 de 2010 recibió una lesión que le produjo fractura nasal y maxilar, brilla por su ausencia -en tal documento y en las órdenes médicas-, diagnóstico de su visión y la necesidad de obtener lentes. No aprecia relación que permita concluir que los gastos en que incurrió el demandante tengan consecuencia directa con el daño causado, máxime que se realizaron entre cinco y once años después del hecho.

Respecto del daño emergente futuro, ante lo cual se indica que requiere una cirugía reconstructiva por valor de $32.000.000,00 si bien hay libertad probatoria para demostrar el daño, pese a tratarse de valoraciones médicas, no se allegó el testimonio de los especialistas, conforme lo establece el Código de Procedimiento Penal “para que en el juicio se debata sobre esa valoración médica” y tampoco se cuenta con elementos que permitan establecer ese nexo de causalidad que se requiere entre el daño que pretende probar y el perjuicio cuya liquidación se exige.

En lo atinente al lucro cesante, por la suma de $30.000.000,00 al haber dejado de laborar por 12 meses, cuando devengaba $2.600.000,00 mensuales; ello tampoco se acreditó, al no arrimarse certificado de incapacidad, ni elemento que permitiera acreditar que laboraba para ese momento en una empresa y aunque allegó una planilla de Porvenir, no se registran aportes para la fecha del hecho y de acuerdo con lo plasmado en la historia clínica, para ese momento se hallaba desempleado. Tampoco se aportó dictamen médico que acreditara que al mismo se le otorgó una incapacidad de 45 días, aunque dicho lapso no va dirigido al tiempo que la persona queda cesante, sino el que tarda el organismo en recuperarse de la lesión.

En cuanto a los perjuicios morales subjetivados conforme lo sostenido por la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal y este mismo Tribunal, aunado al arbitrio judicial y la sana crítica del juez, estima que una suma adecuada y proporcional a las angustias e impacto emocional que sufrió la víctima, acorde con lo arrimado al dosier, y principalmente lo dicho por el psicólogo quien concluyó que el señor VARGAS SALAZAR padece de un trastorno postraumático, los tasa en 15 SMLMV a la fecha.

Y frente al daño de la vida en relación, aduce que nada se probó y por el contrario se acreditó con lo dicho por la esposa del afectado, al que conoció dos años después del hecho, que logró establecer un vínculo amoroso con él, actualmente son esposos y por lo tanto no se accederá a tal reconocimiento.

1.7.- La apoderada de la víctima estuvo inconforme con esa determinación, a consecuencia de lo cual interpuso apelación que sustentó de manera escrita.


2.- Debate
 
2.1.- Apoderada del demandante -recurrente-

Pide se revoque parcialmente la sentencia emitida, y se acceda a sus pretensiones, con excepción de lo relativo al lucro cesante, frente a lo cual no presenta inconformidad, argumentando lo siguiente:

La A-quo se equivocó en la valoración probatoria, al considerar respecto al daño emergente que no era suficiente para acreditar dicha indemnización las certificaciones aportadas por los cirujanos maxilofaciales para la reconstrucción, al olvidarse de la existencia de la libertad probatoria y por ende no era necesario que los galenos concurrieran a declarar para acreditar lo allí contenido, máxime que tales documentos no fueron tachados por la defensa y por ende se presumen auténticos y válidos, por lo cual se introdujeron al debate probatorio, ya que a diferencia del proceso penal, en el civil -art. 165 CGP- la prueba aportada era adecuada para acreditar tales perjuicios.

Con ello se demostró que DIEGO VARGAS fue lesionado en abril 25 de 2010, ocasionándosele fractura nasal y maxilar; el daño físico existió, su rostro quedó deformado y tuvo que ser intervenido quirúrgicamente, y por ende la cotización ofrecida por los cirujanos resulta pertinente para acreditar que aun requiere cirugía plástica reconstructiva para retornar a su estado anterior, lo que configura un daño emergente, como lo tiene sentado la jurisprudencia, y desde el momento en que se vio afectado se empezó a configurar un perjuicio a futuro, que hoy es cierto y consolidado.

Del contenido de las historias clínicas, certificaciones médicas y el dicho del afectado, permitan afirmar la existencia del nexo causal, que echó de menos la A-quo y por ende las aludidas cirugías surgen como necesarias a consecuencia de la lesión que sufrió en su rostro. De lo expuesto por el afectado, se advirtió la afectación estética y física en su zona ocular, lo que le generó cicatrices por las diferentes intervenciones quirúrgicas en su rostro, por lo cual debe valerse de gafas estéticas para evitar que le observen las imperfecciones en su cara. Por ello estima, a diferencia de la A-quo, que sí se acreditó con los elementos de prueba el lucro cesante consolidado, parcial.

En lo atinente a los perjuicios derivados de la vida de relación, en igual yerro incurrió la A-quo, ya que luego de lo sucedido la vida de DIEGO VARGAS no volvió a ser la misma, dada la alteración estética en su rostro que le generó perjuicios, los que ha definido tanto la jurisprudencia como la doctrina, y sobre tal afectación que padece actualmente, se refirió su esposa en la declaración y que se extiende desde su ámbito personal al familiar, se le dificulta socializar con los demás, de ahí que obra nexo de causalidad entre la agresión sufrida y el daño, y el que hubiera seguido su vida y tenido una relación amorosa en nada irrumpe la generación de daño, el cual se corroboró.

Respecto a los perjuicios morales subjetivados, la tasación que efectuó la A-quo fue equívoca, al perder de vista que la afectación a la víctima ha sido durante más de once años, en los que la víctima ha padecido afectación emocional y psicológica como se acreditó con el psicólogo, lo que no fue refutado por la defensa, por lo cual los 15 SMLMV resultan nimios, al no tratarse de una lesión irrisoria, sino una que deformó el rostro de forma estética y funcional y por ende estimar que dicho rubro satisface tales perjuicios, es un desacierto.

Luego de hacer alusión a jurisprudencia atinente al daño moral y a lo expresado por el psicólogo en la actuación, pide se considere la tasación por tal perjuicio en 50 SMLMV, que están en el margen de los que habilita el legislador en esta materia, y si bien ello queda al arbitrio del fallador, para este asunto los perjuicios tasados fueron desproporcionados frente al daño moral ocasionado, lo cual debe ser revaluado.

2.3.- Sustentado en debida forma el recurso impetrado contra el fallo acá emitido, la a quo lo concedió en el efecto suspensivo y ordenó remitir el expediente digital a esta Corporación para desatar la alzada. 


3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906/04.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde definir a la Colegiatura, si fue correcta la decisión proferida por la titular del juzgado de conocimiento al momento de condenar al señor JASO a pagar únicamente como indemnización a favor del señor DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, la suma de 15 SMLMV a la fecha como perjuicios materiales subjetivados, al no obrar prueba para fallar frente a los demás conceptos indemnizatorios; o si, por el contrario, le asiste razón en los reclamos que efectúa la apoderada del demandante, quien pide se modifique  el  fallo  para  condenar no solo por las afectaciones materiales         -daño emergente-, sino también por el daño a la vida de relación, los que en su sentir sí fueron acreditados, a la vez que pide que incremente el monto de los perjuicios morales concedidos.

3.3.- Marco general.

La obligación de reparar los perjuicios injustamente ocasionados deriva del artículo 2341 del Código Civil, piedra angular de la responsabilidad civil extracontractual: 

“El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.

El daño individual corresponde al soportado por una persona natural o jurídica, el cual, para ser objeto de indemnización, precisa ser antijurídico y cierto.

Dicho daño puede ser material (patrimonial), cuya acreditación debe fundarse en las pruebas obrantes en la actuación, o inmaterial (extrapatrimonial[footnoteRef:4]).  [4:  Cfr. Providencia del 4 de febrero de 2009. Rad. 28085.] 


[bookmark: _Hlk137552497]Por daño material se entiende el menoscabo, mengua o avería padecido por la persona en su patrimonio material o económico como consecuencia de un daño antijurídico, esto es, el que la víctima no tiene el deber jurídico de soportar. Obviamente, el daño debe ser real, concreto y no simplemente eventual o hipotético, se clasifica en daño emergente y lucro cesante. En tal sentido, el artículo 1613 del Código Civil dispone:

“La indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y el lucro cesante, ya provenga de no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento”.

El daño emergente representa el perjuicio sufrido en la estructura actual del patrimonio del lesionado, ponderando para ello el valor de bienes perdidos o su deterioro que afecta el precio, las expensas asumidas para superar las consecuencias del suceso lesivo, etc., cuya acreditación debe obrar en el diligenciamiento.

El lucro cesante corresponde a la utilidad, la ganancia o el beneficio que el perjudicado ha dejado de obtener, esto es, el incremento patrimonial que con bastante probabilidad habría percibido de no haberse presentado la conducta dañosa, por ejemplo, los ingresos laborales no percibidos por una lesión en su integridad personal, o la explotación de un bien productivo como consecuencia de una situación de desplazamiento forzado.

Tanto el daño emergente como el lucro cesante pueden ser actuales o futuros, según hayan tenido lugar hasta el momento en el cual se profiere el fallo o con posterioridad, sin que con ello se tornen inciertos, pues se trata de cuantificar en términos de probabilidad las consecuencias futuras, siempre que sean ciertas, para ello se puede acudir a los cálculos actuariales.

Corresponde a los daños inmateriales, aquellos que producen en el ser humano afectación de su ámbito interior, emocional, espiritual o afectivo y que, en algunas ocasiones, tienen repercusión en su forma de relacionarse con la sociedad. Conforme a las últimas posturas jurisprudenciales, dichos perjuicios entrañan dos vertientes: daño moral y daño a la vida de relación.

[bookmark: _Hlk137552831]A su turno, el daño moral tiene dos modalidades: el daño moral subjetivado consistente en el dolor, la tristeza, la desazón, la angustia o el temor padecidos por la víctima en su esfera interior como consecuencia de la lesión, supresión o mengua de su bien o derecho. Se trata, entonces, del sufrimiento experimentado por la víctima, el cual afecta su sensibilidad espiritual y se refleja en la dignidad del ser humano; y el daño moral objetivado, manifestado en las repercusiones económicas que tales sentimientos pueden generarle, menoscabo cuya cuantía debe ser demostrada por quien lo alega. 

El daño a la vida de relación (también denominado alteración de las condiciones de existencia[footnoteRef:5]) alude a una modificación sustancial en las relaciones sociales y desenvolvimiento de la víctima en comunidad, comprometiendo su desarrollo personal, profesional o familiar, como ocurre con quien sufre una lesión invalidante a consecuencia de la cual debe privarse de ciertas actividades lúdicas o deportivas. [5:  Así en sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 3 de diciembre de 2001, caso Cantoral Benavides, y en sentencias de la Sección Tercera del Consejo de Estado, de 15 de agosto y 18 de octubre de 2007.] 


También puede acontecer por un dolor aflictivo tan intenso que varíe notoriamente el comportamiento social de quien lo sufre; desde luego, este daño puede hacerse extensivo a familiares y personas cercanas, como cuando éstas deben asumir cuidados respecto de un padre discapacitado, de quien además ya no reciben la protección, cuidados y comodidades que antes del daño les procuraba. En suma, se trata de un quebranto de la vida en su ámbito exterior, mientras que el daño moral es de carácter interior.

Sea lo primero resaltar, que no existe discusión alguna, ni podía haberla, respecto a la real ocurrencia del daño corporal ocasionado a la persona que figura como víctima dentro del proceso penal -DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR-, por parte del declarado penalmente responsable -JASO-, y quien a la sazón instauró oportunamente el incidente de reparación integral.

3.4. Solución de la controversia.

Quedó acreditado en el proceso penal que la víctima DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, sufrió como secuelas de las lesiones una deformidad física que afectó el rostro y una incapacidad definitiva de 45 días. 

Se acreditó igualmente en el incidente de reparación integral, a través de la historia clínica, que el 28/04/2010, en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR fue intervenido quirúrgicamente por el cirujano ÓSCAR GUTIÉRREZ CASTRO, quien le practicó “reducción cerrada fractura nasal”. 

Como consecuencia de lo anterior, el demandante pretende obtener por concepto de perjuicio material -daño emergente pasado- la suma de $2.843.467,00 por compra de lentes y consulta de cirugía plástica, discriminados así: i) “consulta por especialista por primera vez” cuyo valor fue de $210.000,00 con fecha 03/03/2021; ii) compra de lentes en LAFAM por valor de $1.440.000,00 con fecha 28/02/2021; iii) compra de lentes en LAFAM por valor de $600.000,00 con fecha 27/07/2015, iv) compra de lentes en dólares -US149,80-, de fecha mayo 13 de 2020 que a la conversión en pesos para el momento de la demanda arrojó la suma de $593.467,00.

Respecto del daño emergente futuro, el demandante solicita el pago de la suma de $32.000.000,00, que corresponde al valor de una cirugía reconstructiva que requiere, para lo cual aportó dos presupuestos; uno, de fecha 28/07/2017, suscrito por el doctor DIEGO MAURICIO CASTAÑO MESA, en el que se describe que la cirugía reconstructiva por la que consulta Diego ARMANDO VARGAS SALAZAR, tiene un valor de $12.000.000,00; y otro, de fecha 01/03/2021, suscrito por el doctor FEDERICO RAMÍREZ ZULUAGA, en el que se consigna que el procedimiento quirúrgico reconstructivo que requiere Diego Armando tiene un estimativo económico de $20.000.000,00, en el que se incluye costos de quirófano, honorarios médicos de anestesiólogo, honorario de cirujano e instrumentalizadora y “material aloplástico” para reconstruir el piso orbitario. Como motivo de consulta se consignó: “Paciente que sufrió lesión por agresión en 2009, presentando facturas en hemicara izqda., requirió manejo quirúrgico por Cirugía Maxilofacial, actualmente manifiesta asimetría facial, dolor en cara, y alteración visual”.

Sin embargo, la juez A-quo desestimó las anteriores pretensiones del demandante con el argumento que; de un lado, si bien no hay duda que incursionó gastos que ascienden a $2.843.467,00, tal como se acreditó con las facturas aportadas por concepto de pago de lentes y consulta de cirugía plástica, no se soportó que derivaran de la conducta endilgada al penalmente responsable, ya que del contenido de las Historias Clínicas si bien se aprecia que en abril 25 de 2010 recibió una lesión que le produjo fractura nasal y maxilar, brilla por su ausencia “diagnóstico de su visión y la necesidad de obtener lentes”. No aprecia relación que permita concluir que los gastos en que incurrió el demandante tengan consecuencia directa con el daño causado, máxime que se realizaron entre cinco y once años después del hecho; y de otro lado, si bien hay libertad probatoria para demostrar el daño, pese a tratarse de valoraciones médicas, no se allegó el testimonio de los especialistas, conforme lo establece el Código de Procedimiento Penal “para que en el juicio se debata sobre esa valoración médica” y tampoco se cuenta con elementos que permitan establecer ese nexo de causalidad que se requiere entre el daño que pretende probar y el perjuicio cuya liquidación se exige.

Pero la Sala advierte que la anterior postura asumida por la instancia es equivocada, por cuanto la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia AP4003-2022, con radicación 61802, del dos (2) de septiembre de dos mil veintidós (2022), Magistrado Ponente, FERNANDO LEÓN BOLAÑOS PALACIOS, frente a naturaleza exclusivamente civil del incidente de reparación integral, manifestó lo siguiente: 

“(…) 6. La jurisprudencia de la Sala de Casación Penal ha trazado una línea de pensamiento uniforme respecto de la naturaleza exclusivamente civil del incidente de reparación integral, así:

(I) Se trata de un mecanismo procesal posterior e independiente al trámite penal, pues ya no se busca obtener una declaración de responsabilidad penal, sino la indemnización pecuniaria fruto de la responsabilidad civil derivada del daño causado con el delito (sentencias del 13 de abril de 2011, radicado 34.145, que se apoya en el fallo C-409 del 2009 de la Corte Constitucional, y del 29 de mayo de 2013, radicado 40.160).

(II) El trámite debe circunscribirse a debatir lo relativo a la responsabilidad civil, sin que puedan cuestionarse asuntos ya superados del ámbito penal, dado que han sido resueltos en fallo de condena ejecutoriado, de tal manera que el incidente de reparación se aparta completamente del trámite penal (providencias del 27 de junio del 2012, radicado 39.053, y del 9 de octubre de 2013, radicado 41.236).

(III) Como se trata de una acción civil al final del proceso penal, una vez declarado un sujeto penalmente responsable, cuando se busca la valoración de los daños causados con la ilicitud que se declaró cometida, se impone aplicar los criterios generales consagrados en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, norma que regula que dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de los daños causados, “atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales”.

El objetivo, a voces de la sentencia C-487 del 2000, de la Corte Constitucional, no es otro que la realización y la materialización de la justicia, cuando cualquier juez deba decretar la indemnización de los daños causados, contexto dentro del cual el trámite aplicable debe consultar aspectos comunes, encaminados siempre a la realización y materialización de la justicia.

Por tanto, en el incidente se deben dejar de lado las discusiones relativas al ámbito penal (CSJ AP2428, 12 mayo 2015, radicado 42.527).

La conclusión de que debe dejarse de lado todo asunto relativo al campo penal, obviamente aplica al procedimiento penal, como que este materializa aquel. 

Tanto ello es así, que en la última de las decisiones reseñadas la Corte dejó sentado el criterio de que en el trámite del incidente de reparación integral resulta de buen recibo que el juez decrete pruebas de oficio, lo cual es extraño al juicio penal, pero admisible en el área civil, a voces del artículo 179 del estatuto respectivo, aplicable en virtud del principio de integración, lo cual ratifica la tesis de que lo relativo a la estimación de los daños causados es ajeno al juicio penal y sigue su propio curso, que no es otro que el del procedimiento civil, eso sí, supeditado a que los artículos 102 y siguientes de la Ley 906 del 2004 no ofrezcan solución.

A la misma conclusión se llega cuando se observa que el recurso de casación, cuando se postula por el exclusivo tema de los perjuicios causados, se regula de conformidad con la normatividad procesal civil, en el entendido evidente de la intención legislativa de que el tema debe regularse por esta especialidad (CSJ SP 4559-2016).” Negrillas nuestras.

Como puede verse, no se requería entonces que el demandante obligatoriamente tuviese que allegar al trámite incidental el testimonio de los dos especialistas que lo valoraron y cotizaron el costo de la cirugía reconstructiva que aún necesita en razón a las secuelas permanentes que le quedaron en el rostro por las lesiones ocasionadas por el condenado JASO.

Las referidas cotizaciones, sin bien son pruebas documentales con contenido declarativo, fueron aportadas en el trámite del incidente de reparación integral, por tanto, para su aducción y valoración son aplicables las normas que rigen el procedimiento civil (Código General del Proceso), no la ley 906 de 2004. 

Esas dos cotizaciones contenidas en sendos documentos privados que fueron entregadas en traslado en la primera audiencia del trámite incidental al demandado y su apoderado se presumen auténticos, por cuanto no fueron tachados de falsos o desconocidos por estos, conforme el artículo 244 del Código General del Proceso. Por consiguiente, del estudio de los mismos, en conjunción con la historia clínica del demandante, que también se ingresó como prueba documental, puede colegirse que en razón a las lesiones personales que se le ocasionaron a DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, de parte de JASO, le quedaron cicatrices y deformidades en el rostro que requieren la intervención de un cirujano plástico para el tratamiento reconstructivo en su cara, por lo que no hay duda para la Sala que estamos en presencia de un daño emergente futuro. Tampoco hay duda frente al nexo de causalidad entre el daño causado y la pretensión económica exigida.

Sin embargo, como soporte de la cirugía reconstructiva que requiere el demandante para paliar de alguna forma las graves secuelas que le quedaron en su rostro, se aportaron dos (2) cotizaciones; una por valor de $12.000.000,00; y otra por valor de $20.000.000,00, la Sala optará por esta última porque no solo incluye los honorarios del cirujano plástico, sino además el costo del quirófano, honorarios del médico anestesiólogo, instrumentadora y un material “aloplástico” para reconstruir el piso orbitario.

Pero adicionalmente, frente al daño emergente pasado, esto es, los gastos que ha tenido que sufragar el demandante hasta el momento en el cual se profiere el fallo, como lo son emolumentos por concepto de pago de lentes y consulta de cirugía plástica, también quedaron debidamente acreditados con los recibos y facturas aportados por el demandante, sin que sea necesario frente a la compara de lentes que se le exija a este prescripción médica, pues no se tratan de lentes para corregir la visión, sino de lentes  con fines estéticos para morigerar o disimular las graves y evidentes secuelas (cicatrices) que le quedaron en el rostro, cuya adquisición es justificable para la Sala, por lo menos mientras se le realiza la cirugía reconstructiva que requiere, tal como quedó acreditado atrás, respecto al daño emergente futuro. 

[bookmark: _Hlk130882334]Como consecuencia de lo anterior, se revocará el fallo y se declarará civilmente responsable al señor JASO por los perjuicios materiales (daño emergente pasado y daño emergente futuro) ocasionados al señor Diego Armando Vargas Salazar, en cuantía de $2.843.467,00 y $20.000.000,00 respectivamente, sumas que deberán ser actualizadas de la siguiente manera:

Como quiera que el valor de $2.843.467,00[footnoteRef:6] corresponde a diversos gastos en que incurrió el actor, se procederá a indexar cada uno de ellos para luego obtener el valor actualizado final, así: [6:  (i) Compra de lentes por $600.000,00 en julio 27 de 2015; (ii) compra de lentes  por $593.467,00 en mayo 13 de 2020, (iii) compra de lentes por $1.440.000,00 en febrero 28 de 2021, y (iv) consulta por especialista por $210.000,00 en marzo 03 de 2021.
] 


	*Fórmula utilizada: VA = VH x (IPC.F/ IPC.I).
VA: Valor actualizado
VH: Valor Histórico (Capital)
IPC.F: IPC FINAL
IPC.I: IPC INICIAL



(i)-. V.H.= $600.000,00   *     IPC.F. marzo 2023 (130,40)                               
                 IPC.I. julio 2021 (109,14)
VA:  $ 716.877,41


(ii)-. V.H.= $593.467,00   *     IPC.F. marzo 2023 (130,40)                               
                  IPC.I. mayo 2020 (105,36)
VA:  $ 734.511,17


(iii)-. V.H.= $1.440.000,00   *     IPC.F. marzo 2023 (130,40)                               
                      IPC.I. febrero 2021 (106,58)
VA:  $ 1.761.831,49

(iv)-. V.H.= $210.000,00   *     IPC.F. marzo 2023 (130,40)                               
                   IPC.I. marzo 2021 (107,12)
VA:  $ 255.638,54

En ese orden la suma de $2.846.467,00 quedaría indexada en un valor de $3.468.858.61

Se procede a continuación a indexar la suma de $20.000.0000,00 para la fecha de la presente sentencia de segunda instancia, así:

V.H.= $20.000.000,00   *   IPC.F. marzo 2023 (130,40)                                 
   IPC.I. marzo 2021 (107,12)
VA:  $24.346.527,26

[bookmark: _Hlk130893605]Por lo anterior, la suma total que por concepto de daño emergente pasado y daño emergente futuro deberá cancelar el acá procesado en favor del señor DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, será de $27.815.385,87

Ahora, frente al daño a la vida en relación, ha dicho la Sala de Casación de la Corte en proceso radicado 33833, agosto 25 de 2010, Magistrado Ponente Yesid Ramírez Bastidas, citando a su vez una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte, lo siguiente: 

“(…) Para el evento en concreto, es un hecho cierto e incontrastable que las lesiones, cicatrices, disfunciones orgánicas, discapacidades y secuelas dejadas en el cuerpo de Rita Stella Bohórquez Páez, produjeron unos daños irreparables a su vida de relación que constituyen afectaciones a la esfera exterior de su persona, perjuicios que ameritan valorarse e indemnizarse dentro del concepto de reparación integral.

La Sala de Casación Civil con referencia a ellos, ha dicho:

	Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada en mayor o menor grado a causa de una lesión inflingida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó “actividad social no patrimonial”.

	Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, a paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar (…).

	En este orden de ideas, la Corte, a manera de compendio, puntualiza que el daño a la vida de relación se distingue por las siguientes características o particularidades: a.- tiene naturaleza extramatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado, b.- adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho, c.- en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico, d.- no sólo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos, e.- según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como verbigracia, el cónyuge, el compañero o compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos o por aquella y éstos, f.- su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan, y g.- es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño -patrimonial o extrapatrimonial- que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con éstos, como se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos caso, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas.

	Una vez sentadas estas bases para la Sala es claro que, como otrora lo insinuó la jurisprudencia de esta Corporación, a la luz de las normas constitucionales y legales que directa o indirectamente gobiernan la responsabilidad civil, el daño a la vida de relación es de completo recibo por parte del ordenamiento jurídico nacional y, por lo mismo, se torna merecedor de la protección que han de dispensar los jueces de la República, en aquellos casos en que, encontrándose debida y cabalmente acreditado, sea menester adoptar las medidas idóneas para su reconocimiento.

	Precisamente, los preceptos constitucionales que consagran la garantía del acceso a la administración de justicia y los que trazan las directrices conforme a las cuales debe ser ejercida ésta función pública, en particular, los que disponen la primacía del derecho sustancial, el sometimiento al imperio de la ley, y la tarea primordial que cumplen la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina como criterios auxiliares de la actividad judicial (artículos 228, 229 y 230), en armonía con algunas de las disposiciones reguladoras de la responsabilidad civil (cfr. artículos 1613 y 2341 del Código Civil y 4 del decreto 1260 de 1970, entre otros) determinan que sea necesario ahora retomar el estudio del concepto de daño a la vida de relación, no sólo con el propósito de asegurar el acatamiento del mandato impuesto por el artículo 16 de la ley 446 de 1998, en el sentido de que en cualquier proceso judicial la valoración de los daños irrogados a las personas o las cosas deberá estar guiada por los principios de reparación integral y equidad, sino también con la convicción de que esta es una de las vías a través de las cuales puede ser preservado el absoluto respeto y la integridad de los derechos superiores contemplados en la Constitución Política (…)

	Como puede verse, los aspectos concretos del dictamen pericial que son resaltados por la censura denotan de manera diáfana la dimensión y gravedad de las lesiones corporales que afectaron la integridad personal de Jorge Edic Carvajal Gómez., a la vez que reflejan las trascendentales e irreversibles secuelas que, en términos funcionales se derivaron para la víctima, particularmente en cuanto a la pérdida de su capacidad de locomoción y las dificultades, molestias y dolores que ha debido y deberá soportar, todo ello sin contar con que la historia clínica elaborada en el Hospital de Kennedy, que reposa en el expediente y actuó como soporte del fallo impugnado, también da cuenta del menoscabo físico presentado en la salud de Carvajal Gómez.

	Al haberse acreditado en el proceso la existencia de semejantes lesiones físicas y de la perturbación funcional que ellas aparejaron, no se explica la Corte cómo el sentenciador permaneció ajeno a dicha situación, ni vislumbra los argumentos o las razones que lo llevaron a pasar por alto el revelador y dramático panorama que para su vida de relación, especialmente en las facetas personal, familiar y social, se deducía palmariamente no sólo de las características  propias de tales afectaciones, sino de los demás elementos que obraban en los autos (…)

	En lo que toca con la cuantía del perjuicio a la vida de relación, cuya existencia ha sido acreditada, debe reiterarse que el hecho de que los bienes, intereses o derechos afectados tengan naturaleza intangible e inconmensurable, características éstas que, por esta misma razón, en ciertas ocasiones tornan extremadamente difícil un justiprecio exacto, no es óbice para que el juzgador haciendo uso del llamado arbitrium judicis, establezca en la forma más aproximada posible el quantum de tal afectación, en orden a lo cual debe consultar las condiciones de la lesión y los efectos que ella haya producido en los ámbitos personal, familiar y social de la víctima, entre otros, desde luego, no como si se tratara estrictamente de una reparación económica absoluta, sino, más bien, como un mecanismo de satisfacción, por virtud del cual se procure al perjudicado, hasta donde sea factible, cierto grado de alivio, sosiego y bienestar que le permita hacer más llevadera su existencia[footnoteRef:7] (…)” [7:  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, sentencia del 13 de mayo de 2008, Radicado 11001-3103-006-1997-09327-01.] 


La Juez A-quo adujo frente al daño a la vida en relación que nada se probó y por el contrario se acreditó con lo dicho por la esposa del afectado, al que conoció dos años después del hecho, que logró establecer un vínculo amoroso con él, actualmente son esposos y por lo tanto no accedió a tal reconocimiento.

Sin embargo, la Sala al revisar las declaraciones de SAMUEL ALBERTO TABORDA RIOS y MARÍA ISABEL POLO MURCIA, psicólogo y esposa de la víctima DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, respectivamente, encuentra que, el primero; le diagnosticó trastorno de estrés postraumático por hechos de 2010 en comorbilidad con episodios de ansiedad por baja autoestima, lo que lo condujo a estar aislado; que en la prueba de personalidad si bien se mostraba como una persona segura, sin embargo por las lesiones faciales usa lentes permanente, lo que le genera inseguridad y solo compartía con la familia; y la segunda, informó que conoció a Diego Armando en el año 2012 y para esa época tenía cicatriz en su rostro y afectaciones emocionales, baja autoestima, además debía usar lentes para cubrir las cicatrices y minimizar su rostro, le colocaron platinas que modificó su cara.  Le cuesta relacionarse, quitarse los lentes, siente inseguridad por cómo se ve su rostro y deja de socializar por su apariencia; que durante 10 años siempre presentó afectaciones, ha recibido acompañamiento sicológico, pero el problema los ha afectado como familia al verlo como se deprime por su situación, como le cuesta socializar, y como tiene que llevar sus días en lo físico, ya que las platinas le causan dolor en rostro y dolores de cabeza. Además, usa lentes permanentes y no se ha podido realizar la cirugía reconstructiva porque son costosas.

En consonancia con lo así acreditado, es claro para la Sala que Diego Armando Vargas Salazar con ocasión del lamentable suceso en el que resultó lesionado en su integridad física, quedó perturbado (estrés post traumático) y probablemente dicha perturbación seguirá proyectando efectos negativos y limitativos en su vida de relación, toda vez que no podrá comportarse en la forma como lo hacía antes de sufrir las lesiones, como quiera que lo que ahora es una realidad en su cotidianidad son privaciones, angustias y temores por su apariencia física, así como en la forma de relacionarse con su esposa, amigos y con su entorno en general, por lo que la Sala en ejercicio del arbitrium judicis, revocará el fallo y condenará por este concepto, fijando la cantidad de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes como indemnización por concepto de daños morales, bajo el entendido que los producidos a la vida de relación se incorporan a aquellos. 

Por último, frente a la condena por los perjuicios morales subjetivados que fueron tasados por la juez de instancia en 15 SMLMV, consideró la recurrente que la misma fue equívoca, pues no se tuvo en cuenta que la víctima lleva padeciendo más de once años el trastorno emocional ocasionado por las lesiones infligidas por el agresor que le desformaron el rostro, por tanto, el referido monto indemnizatorio no satisface tales perjuicios.

Pues bien, como se sabe el daño moral subjetivado consiste en el dolor, la tristeza, la desazón, la angustia o el temor padecidos por la víctima en su esfera interior como consecuencia de la lesión, supresión o mengua de su bien o derecho. Se trata, entonces, del sufrimiento experimentado por la víctima, el cual afecta su sensibilidad espiritual y se refleja en la dignidad del ser humano.

En el presente caso, no hay duda que la víctima (hoy demandante) como consecuencia de las lesiones que le produjera el agresor quedó con el rostro desfigurado, lo cual le ha generado trastornos, angustias y temores, muy probamente perdurables por mucho tiempo. Es más, ni siquiera la cirugía reconstructiva de la que aún está pendiente, podrá devolverle el 100% de la apariencia que tenía su rostro antes de las lesiones, por lo que la Sala considera que el monto por este concepto debe aumentarse prudencialmente de 15 SMLMV a 30 SMLMV, debiéndose modificar el fallo de primera instancia en este sentido.

Con fundamento en todo lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en la Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 


Falla:

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida en junio 10 de 2020, por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal de esta capital, en cuanto condenó civilmente al sentenciado JASO, al pago de perjuicios morales subjetivados, pero se modifica el numeral tercero de la parte resolutiva para disponer que la suma que por tal concepto debe pagarse a favor del afectado DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, es equivalente a treinta (30) SMLMV.

SEGUNDO: SE REVOCA el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia proferida en junio 10 de 2020, por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal de esta capital, y en su lugar se declara civilmente responsable al sentenciado JASO, al pago a favor del señor DIEGO ARMANDO VARGAS SALAZAR, de los siguientes valores: (i) por concepto de perjuicios materiales, la suma de $27.815.385,87; y (ii) por concepto de daño a la vida de relación, la suma de cincuenta (50) SMLMV.

En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020, la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, y la Ley 2213 de junio 13 de 2022, no se realizará audiencia de lectura, y por ende esta sentencia se notificará por la Secretaría de la Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes. Contra la presente decisión no procede el recurso extraordinario de casación, dada la cuantía de las pretensiones -art. 338 CGP-.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE



CARLOS ARTURO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 



JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado 



MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
Con salvamento parcial de voto
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